
Segundo. En relación a las alegaciones formuladas en la

el recurso de alzada estas no pueden tomarse en considera-

ción puesto que son reiteración de los expuestos en las alega-

ciones realizadas en el curso del procedimiento sancionador y

en nada desvirtúan los hechos infractores, por lo que confir-

mando los argumentos expuestos en la resolución antes dicha,

a la interpretación que el recurrente realiza de la inexistencia

de obligación de disponer de libro de hojas de reclamaciones

así como falta de tipicidad es oponible la simple lectura del

Decreto 171/1989, de 11 de julio, por el que se regulan las

hojas de quejas y reclamaciones de los consumidores y usua-

rios en Andalucía, se hace necesario igualmente recordar que

la actuación de la policía local obrante en el expediente, la cual

goza de valor probatorio al haber sido llevada a cabo por agen-

tes a los que se reconoce la condición de autoridad y al haberse

formalizado en documento público observando los requisitos

legales pertinentes, de conformidad con lo dispuesto en el

artículo 137.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre y el

artículo 17.3 del Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, dejó

probado los hechos que constituyen la actuación infractora que

se sanciona sin que sea necesaria actividad probatoria alguna

pues el objeto de la presente impugnación es además admi-

tido por la sancionada en las alegaciones formuladas por esta

a lo largo del procedimiento.

En consecuencia, vistos los preceptos legales citados y

demás de general aplicación, esta Secretaría General Técnica,

R E S U E L V E

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por doña María

José del Campo Candalija, contra resolución de la Delegación

del Gobierno en Sevilla, de fecha referenciada, confirmando la

misma en todos sus términos.

Contra la presente resolución, que pone fin a la vía admi-

nistrativa, podrá interponerse recurso contencioso-administra-

tivo, a elección del recurrente, ante el Juzgado de lo Contencioso-

Administrativo de Sevilla, o ante el de la circunscripción donde

aquel tenga su domicilio, en el plazo de dos meses contados

desde el día siguiente al de su notificación, de conformidad

con lo establecido en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de

13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-admi-

nistrativa. Sevilla, 2 de octubre de 2002.- El Secretario General

Técnico. P.D. (Orden de fecha 18.06.01). Fdo.: Rafael Cantueso

Burguillos.»

Sevilla, 16 de diciembre de 2002.- El Secretario General

Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 16 de diciembre de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la adop-
tada por el Consejero de Gobernación al recurso de
alzada interpuesto por don José García Comino, en repre-
sentación de Paseillo Centro, SL, contra otra dictada por
el Delegado del Gobierno en Córdoba, recaída en el exp.
CO-236/01-EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de la

Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo

Común e intentada sin efecto la notificación personal al recu-

rrente Paseillo Centro, SL, de la resolución adoptada por el

Consejero de Gobernación al recurso administrativo interpuesto,

contra la dictada por el Delegado de Gobierno de la Junta de

Andalucia en Córdoba, por la presente se procede a hacer

pública la misma, al no haberse podido practicar en su domi-

cilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se encuen-

tra en las dependencias del Servicio de Legislación de esta

Secretaría General Técnica (Plaza Nueva núm. 4, Sevilla),

pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a quince de octubre de dos mil dos.

Visto el recurso de alzada interpuesto y con base a los

siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El procedimiento sancionador CO-236/2001-EP

tramitado en instancia se fundamenta en la denuncia formu-

lada por miembros de la Policía Local de Priego de Córdoba

(Córdoba), por comprobación de los agentes, de que el día 21

de julio de 2001, a las 5,40 horas, el establecimiento deno-

minado “Pub Camel”, sito en C/ Morales, 9 de la localidad de

Priego de Córdoba (Córdoba) se encontraba abierto al público,

incumpliendo el horario máximo de cierre (4,00 horas) y por

lo tanto cometiéndose una infracción según lo dispuesto en el

artículo 1 de la Orden de fecha 14 de mayo de 1987, de la

Consejería de Gobernación, por la que se regulan los Horarios

de Cierre de los Espectáculos y Establecimientos Públicos, y

la Ley 13/1999, de 15 de diciembre, de Espectáculos Públicos

y Actividades Recreativas de Andalucía.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente

prevista, por la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía

en Córdoba, se dictó Resolución de fecha 29 de mayo de 2002

por la que se imponía a la mercantil Paseillo Centro, SL una

sanción consistente en multa de 300,51 euros, como resultado

de una infracción que contraviene lo dispuesto en el artículo 1

de la Orden de fecha 14 de mayo de 1987, de la Consejería de

Gobernación, por la que se regulan los Horarios de Cierre de

los Espectáculos y Establecimientos Públicos, encontrándose

tipificada como falta grave en el número 19 del artículo 20 de

la Ley 13/1999, de 15 de diciembre, de Espectáculos Públicos

y Actividades Recreativas de Andalucía.

Tercero. Notificada oportunamente la resolución sancio-

nadora, la mercantil interpone recurso de alzada, conforme al

artículo 114 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del

Procedimiento Administrativo Común, cuyas alegaciones se

dan por reproducidas al constar en el correspondiente expe-

diente administrativo.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley

6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la

Comunidad Autónoma, es competente para la resolución del

presente recurso el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación.

La Orden de fecha 18 de junio de 2001 (BOJA núm. 79,

de fecha 12.7.01) delega la competencia en materia de reso-

lución de recursos administrativos en el Ilmo. Sr. Secretario

General Técnico de la Consejería de Gobernación de la Junta

de Andalucía. 

II

Hay que tener presente lo que establece la Orden de la

Consejería de Gobernación de fecha 14 de mayo de 1987, que

regula los horarios de cierre de los establecimientos públicos,

que en su artículo 1 dispone lo siguiente:

“Los espectáculos y fiestas terminarán y los estableci-

mientos públicos cerrarán, como máximo a las horas señala-

das a continuación:
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Desde el 1 de abril hasta el 31 de octubre, durante la

Semana Santa y desde el 22 de diciembre al 6 de enero: Bares

con licencia fiscal de categoría especial “A” y “B”: 3,00 horas.

Asimismo, el artículo 20, apartado 19 de la Ley 13/1999,

de 15 de diciembre, de Espectáculos Públicos y Actividades

Recreativas de Andalucía, dispone que se considera infracción

grave, “el incumplimiento de los horarios permitidos de aper-

tura y cierre de establecimientos públicos destinados a

espectáculos públicos o a actividades recreativas.”

A la vista de estos artículos, los hechos que se han decla-

rado probados, es que el establecimiento citado anteriormente

se encontraba abierto al público, fuera del horario legalmente

permitido.

III

Respecto a las alegaciones vertidas por el recurrente hay

que señalar que vuelve a reiterar las efectuadas en el periodo

probatorio, por lo que tales alegaciones no desvirtúan los hechos

que se han declarado probados, ya que los hechos denuncia-

dos fueron posteriormente ratificados por la fuerza actuante,

con fecha 8 de marzo de 2002, y donde se señala expresa-

mente que “en dicho establecimiento se encontraba don José

García Comino, el que en ningún momento manifestó su inten-

ción de desalojar el local, para lo que hubiese contado con la

colaboración de los agentes actuantes” por lo que debemos

estar a lo dispuesto en el artículo 137.3 de la Ley 30/1992, de

26 de noviembre, del Régimen Jurídico de las Administraciones

Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, que dis-

pone lo siguiente:

“Los hechos constatados por funcionarios a los que se le

reconoce la condición de autoridad, y que se formalicen en

documento público observando los requisitos legales pertinentes

tendrán valor probatorio sin perjuicio de las pruebas que en

defensa de los respectivos derechos o intereses puedan seña-

lar o aportar los propios administrados”.

Por otra parte ha sido y es constante jurisprudencia del

Tribunal Supremo la de atribuir a los informes policiales, en

principio, veracidad y fuerza probatoria, al responder a una rea-

lidad de hecho apreciada directamente por los agentes, todo

ello salvo prueba en contrario y en tal sentido la sentencia de

la sala III de dicho alto tribunal de 30 de abril de 1998, al razo-

nar la adopción de tal criterio, afirma que:

“(...) que cuando la denuncia sobre los hechos sanciona-

dos es formulada por un Agente de la Autoridad, encargado

del servicio, la presunción de veracidad y legalidad que acom-

paña a todo obrar de los órganos administrativos, y de sus

agentes, es un principio que debe acatarse y defenderse, ya

que constituye esencial garantía de una acción administrativa

eficaz, sin que ello quiera decir, en coordinación con el princi-

pio constitucional de presunción de inocencia, que los hechos

denunciados por un Agente se consideran intangibles, ya que

la realidad de los mismos puede quedar desvirtuada mediante

la adecuada prueba en contrario o aún por la ausencia de toda

otra prueba, según la naturaleza, circunstancias, y cualidad de

los hechos denunciados”.

Fundamentado en todo lo anterior, hay que concluir que,

en el caso que nos ocupa, se han valorado todas las circuns-

tancias, y por lo tanto debemos desestimar las alegaciones por

considerar que la sanción se ajusta a derecho, adecuándose

al principio de legalidad y tipicidad –principios presentes en

todo procedimiento sancionador–, debido principalmente a la

gravedad de los hechos que se han considerado probados, dán-

dose la circunstancia que el interesado no ha aportado ningún

documento o prueba fehaciente que acredite la ausencia de

responsabilidad en los hechos por los cuales se abrió el corres-

pondiente expediente administrativo. Y las circunstancias

concretas del caso pueden servir, para realizar una valoración

ponderada de la sanción a imponer, graduando la debida

adecuación entre la gravedad del hecho constitutivo de la infrac-

ción y la sanción aplicada, como así se requiere en el art. 131.3

de la Ley 30/1992, lo que no pueden conducir es a la exen-

ción de la responsabilidad por la infracción administrativa come-

tida, máxime cuando para graduar la sanción, el artículo 131

diseña el principio de proporcionalidad en exclusiva atención

a la sanción administrativa.

En consecuencia, vistos la Ley 13/1999, de 15 de diciem-

bre, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas de

Andalucía, la Orden de la Consejería de Gobernación de fecha

14 de mayo de 1987, que regula los horarios de cierre de los

establecimientos públicos, así como las demás normas de espe-

cial y general aplicación, resuelvo desestimar el recurso inter-

puesto, confirmando la resolución recurrida.

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-

trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo

en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de

su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-

nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo

dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio,

reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa.- El

Secretario General Técnico, P.D. (Orden de fecha 18.6.01). Fdo.:

Rafael Cantueso Burguillos.»

Sevilla, 16 de diciembre de 2002.- El Secretario General

Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 16 de diciembre de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la adop-
tada por el Consejero de Gobernación al recurso de
alzada interpuesto por doña Ana María Fernández Torres,
en representación de Habitad, contra otra dictada por
el Delegado Provincial de la Consejería de Trabajo e
Industria en Málaga, recaida en el expediente núm. PC-
334/99.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de la

Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo

Común e intentada sin efecto la notificación personal al recu-

rrente Habitad, de la resolución adoptada por el Consejero de

Gobernación al recurso administrativo interpuesto contra la dic-

tada por el Delegado de la Consejería de Trabajo e Industria

en Málaga, por la presente se procede a hacer pública la misma,

al no haberse podido practicar en su domicilio reproducién-

dose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se encuen-

tra en las dependencias del Servicio de Legislación de esta

Secretaría General Técnica (Plaza Nueva núm. 4, Sevilla),

pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por doña Ana María

Fernández Torres en nombre y representación de la entidad

“Habitad”, sita en C/ Marqués de Larios núm. 10, 1.º G,

CP 29005, contra la resolución de la Delegación Provincial de

la Consejería de Trabajo e Industria en Málaga, de fecha 8 de

febrero de 2000, recaída en expediente sancionador núm. PC

334/99.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Como consecuencia del expediente instruido regla-

mentariamente, se dictó la resolución que ahora se recurre, en

la que se sanciona a la empresa citada con sanción de seis-
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